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I. RESUMEN

1. El 3 de julio de 2000, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por la Sociedad Interamericana de Prensa (en adelante “la SIP” o “la peticionaria”), en la cual se alega la responsabilidad internacional de la República de Colombia (“el Estado” o “Colombia”) por la presunta violación de los artículos 4 (derecho a la vida), 8 (garantías judiciales), 25 (protección judicial) y 13 (libertad de expresión) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”), entre otros que puedan estar conculcados, en perjuicio del periodista Hernando Rangel Moreno (“la presunta víctima” o “Hernando Rangel”).

2. Según la peticionaria, Hernando Rangel fue asesinado el 11 de abril de 1999, como presunta represalia por sus declaraciones críticas contra la administración del alcalde encargado del municipio de El Banco en el departamento Magdalena, y por su labor de promoción respecto de un paro cívico contra la administración local que habría tenido lugar el 12 de abril de 1999. La Fiscalía Seccional abrió una investigación penal sobre los hechos, que posteriormente fue asignada por el Director Nacional de Fiscalías a la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. Sin embargo, según lo afirmado, transcurridos más de 10 años desde su apertura, dicha investigación se encuentra todavía en estado preliminar. En este sentido, la peticionaria alegó que existe retraso y lentitud en la investigación, y enfatizó que hasta la fecha el Estado no ha encontrado a los responsables materiales y/o intelectuales del crimen.

3. Por su parte, el Estado alegó que la petición es inadmisible, en primer lugar porque no se han agotado los recursos internos idóneos y efectivos, para identificar y condenar a los responsables materiales e intelectuales de los hechos, en virtud de que la investigación penal no ha concluido. Asimismo, indicó que los familiares no interpusieron el recurso de reparación directa ante la jurisdicción contencioso-administrativa que les faculte para solicitar indemnizaciones por daño material e inmaterial ante el sistema interamericano. En segundo lugar, el Estado considera que no se ha configurado un retardo injustificado en la investigación penal, en razón de que (i) se trata de un asunto complejo; (ii) los interesados no han solicitado constituirse en parte civil en esta etapa del procedimiento, a pesar de que ello es posible en el ordenamiento interno; y (iii) el Estado ha cumplido con su obligación de medio de investigar y procesar criminalmente a los responsables al permanecer en constante actividad procesal. Finalmente, el Estado argumentó que la petición es inadmisible en razón de que los hechos ocurridos no configuran responsabilidad del Estado por acción u omisión, de forma directa o indirecta, sino que se trata claramente de una responsabilidad exclusiva de terceros.

4. Tras examinar las posiciones de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, la Comisión Interamericana decide declarar la petición admisible respecto de la presunta violación de los artículos 4, 8, 13 y 25 de la Convención Americana, a la luz de la obligación general de respetar los derechos reconocidos en la misma, consagrada en su artículo 1.1. Por último, la Comisión decide publicar el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA

5. La petición fue recibida por la CIDH el 3 de julio de 2000. El 27 de julio de 2000 la Comisión solicitó a la peticionaria información adicional relativa al agotamiento de recursos en el ordenamiento interno. El 13 de enero de 2009 la peticionaria solicitó a la CIDH una prórroga para remitir información actualizada relativa al agotamiento de recursos en el ordenamiento interno. En fecha 2 de febrero de 2009 la CIDH solicitó a la peticionaria información sobre el estado actual de la investigación penal que se habría iniciado por la muerte del periodista Hernando Rangel, así como sobre cualquier recurso que se hubiese interpuesto en el marco dicho proceso. El 4 de febrero y el 3 de abril de 2009 la peticionaria remitió información sobre el tema solicitado.

6. El 3 de junio de 2009 la petición fue abierta a trámite por la CIDH y el 5 de junio de ese mismo año, la Comisión transmitió las partes pertinentes de la misma al Estado, solicitándole presentar su respuesta dentro del plazo de dos meses contados a partir de la transmisión de dicha comunicación. El 5 de agosto de 2009, el Estado presentó su respuesta a la presente petición, de cuyas partes pertinentes se dio traslado a la peticionaria el 26 de agosto de 2009.

7. La peticionaria presentó observaciones adicionales el 30 de noviembre de 2009. Por su parte, el Estado remitió observaciones adicionales el 9 de julio de 2010. Estas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a la respectiva contraparte.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
Posición de la Peticionaria

8. La organización peticionaria alegó en su petición que el periodista independiente Hernando Rangel Moreno fue asesinado el 11 de abril de 1999 en el municipio de El Banco Magdalena, presuntamente en virtud de su actividad periodística crítica, en la que, inter alia, alentaba protestas y paros cívicos en contra de la administración del alcalde local Fidias Zeider Ospino. La peticionaria indicó que la presunta víctima, en la época de su asesinato, trabajaba como periodista y director de las publicaciones Magdalena 30 días, Sur y Región; y que desde los primeros días de enero de 1999 venía promoviendo un paro cívico contra la administración local que iba a tener lugar el 12 de abril de 1999.

9. Según la peticionaria, el periodista habría sido afecto a la corriente política del alcalde, quien incluso le había financiado dos publicaciones, la segunda de ellas sobre los logros de su administración, que circuló en diciembre de 1998. Sin embargo, la peticionaria alegó que en su publicación Región el periodista tituló en la primera página: “Profunda Crisis en el Municipio”.

10. Señaló la peticionaria que previo al asesinato de la presunta víctima, el alcalde Ospino fue suspendido de su cargo en dos ocasiones, una primera vez el 12 de noviembre de 1998, acusado de una serie de irregularidades en la contratación pública, y posteriormente el 1 de febrero de 1999, por una orden de la Procuraduría General de la Nación. Ante esta segunda suspensión el alcalde Ospino fue reemplazado temporalmente por el señor Francisco Pisciotti. Sin embargo, la peticionaria señaló que la relación de Pisciotti con Ospino se vio deteriorada cuando Ospino, al retornar a la alcaldía, despidió a una recomendada de Pisciotti de su cargo como directora de las Empresas Públicas. En consecuencia, Pisciotti se convirtió en uno de los organizadores de las protestas en contra de Ospino, conjuntamente con la presunta víctima, Nhora Ospino, Luis Fernando Venegas, Rosario Martínez, el periodista Gustavo Reyes, Elías Bolaños, Ramiro Morón, Álvaro Padilla, Argemiro Rojas y Jorge Beleño.

11. Sostuvo la peticionaria que en marzo de 1999 las calles del pueblo empezaron a llenarse de grafittis alusivos al alcalde: “Fidias rata, Fidias asesino”. Fue entonces que un grupo de personalidades del pueblo se reunió para convocar un paro cívico contra la administración del alcalde Ospino. Indicó también la peticionaria que por el pueblo corría el rumor de la existencia de una lista para ejecutar a los organizadores del referido paro, frente a lo cual, el 8 de abril de 1999 Pisciotti dirigió una carta al alcalde Ospino “donde le advertía de un posible atentado y lo responsabilizaba de lo que pudiera ocurrirle”. La peticionaria alegó además que al mismo tiempo que aparecían los grafittis en contra del alcalde, los organizadores del paro empezaron a recibir amenazas de diversa índole: Nhora Ospino se vio obligada a cambiar de residencia, Argemiro Rojas fue perseguido, Gustavo Reyes fue acusado de ser informante de la guerrilla y Hernando Rangel fue asesinado.

12. La peticionaria señaló que el 11 de abril de 1999, cerca de las 6:00 PM, la presunta víctima estuvo en el kiosko Los Moralitos con Álvaro Padilla, Ramiro Morón y Jorge Beleño (responsable del lugar) ultimando detalles para el paro del día siguiente. Afirma que al lugar llegó el alcalde Ospino en busca de Jorge Beleño, a quien advirtió que abandonara la organización del paro y subrayó “vente para este lado, porque de lo contrario, marcas calavera”, además de someterlo a un interrogatorio. La peticionaria adujo que la presunta víctima se trasladó entonces a la casa de Álvaro Padilla, donde posteriormente llegó Ospino a dejar a Beleño. La peticionaria indicó que Beleño no se quedó en casa de Padilla, sino que abandonó el lugar sin decir a nadie de la intimidación. Según la peticionaria, esa misma noche “un hombre llegó a la casa de Padilla y disparó contra Rangel”, indicó que el hombre se acercó por detrás y le disparó cuatro veces en la cabeza, antes de escapar. Las balas le perforaron la laringe y la vena yugular, provocándole la muerte instantáneamente.

13. La peticionaria sostuvo también que esa misma noche del 11 de abril de 1999, el chofer del alcalde Ospino, Jaime Pérez Ospino, acompañado de tres personas y a bordo de un vehículo de la alcaldía, amenazó a Elías Bolaños por organizar la protesta que nunca se realizó. Indicó también la peticionaria que esa misma noche, personas a quienes identificaron como paramilitares, asesinaron a otros tres ciudadanos: Suraya Namen, Lucco Beleño y Sai Namen.

14. Según la peticionaria, el 7 de diciembre de 1999 la Fiscalía ordenó capturar al alcalde Fidias Zeider Ospino como principal sospechoso de la autoría intelectual del asesinato de la presunta víctima y el 6 de enero de 2000 se le dictó medida de aseguramiento con detención preventiva. Indicó también la peticionaria que a la fecha de la resolución de acusación contra el alcalde, éste se encontraba nuevamente suspendido por irregularidades en la contratación pública, en virtud de una medida de la Procuraduría General del 12 de octubre de 1999. La peticionaria sostuvo que Ospino estuvo recluido en un penal hasta el 10 de marzo de 2000, fecha en la que fue dejado en libertad por falta de pruebas y recuperó su cargo como alcalde de El Banco Magdalena. Alega la peticionaria que la decisión de la Fiscalía General estuvo basada en la hipótesis de la defensa de que “Pisciotti había sacrificado la vida de su amigo periodista para inculpar al alcalde” y que la prueba presentada por dicha defensa fue “la relación del periodista con su cliente”. Ante lo cual, la peticionaria alegó que tanto el hermano del periodista, Napoleón Rangel, como su esposa Nancy Blanquiset Gutiérrez han sostenido que el periodista “era enemigo de la administración de Ospino y que incluso fue uno de los organizadores del paro”.

15. La peticionaria sostuvo que el proceso llegó a la Fiscalía General en julio de 1999, y que de abril a julio estuvo manejado por el Fiscal Seccional 23 de El Banco Magdalena, y otros dos fiscales locales. El primero de éstos, indicó la peticionaria, fue acusado por negligencia y mora en el proceso por la propia procuradora del caso en Bogotá.

16. Señaló también que entre julio y noviembre de 1999 la esposa de la presunta víctima contactó al vicepresidente de la SIP en Colombia, Enrique Santos Calderón, quien se puso en comunicación con el Vicefiscal de la Nación Jaime Córdoba, quien posteriormente envió el caso a la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía General. La peticionaria indicó que, un mes después de la puesta en libertad de Ospino, la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía preparaba una misión a El Banco Magdalena para recabar nuevas pruebas.

17. En sus observaciones de fecha 30 de noviembre de 2009, la peticionaria señaló que, a diferencia de lo alegado por el Estado de que la actividad investigativa desplegada por las autoridades había sido intensa y diligente, la relación de actos procesales provista por el Estado demuestra todo lo contrario, lo cual se demuestra, entre otras cosas, por el hecho de que la Fiscalía mantuvo a Ospino vinculado a la investigación hasta agosto de 2008, cuando decretó el cierre de la misma. Dicha investigación concluyó formalmente a su favor el 18 de diciembre de 2008. Sostuvo la peticionaria que durante nueve años la Fiscalía General de la Nación mantuvo el referido proceso en la etapa de instrucción, sin dictar una sola medida de fondo y que el proceso sólo fue activado tras presiones permanentes de la peticionaria. La peticionaria alegó que los recursos ante la justicia colombiana no han sido eficaces, pues en diez años no han logrado ni siquiera la identificación de los eventuales responsables y la única identificación lograda concluyó con una medida revocada.

18. Finalmente, la peticionaria aludió a la situación de impunidad generada por el asesinato de la presunta víctima, indicando que la misma permitió que se propiciaran otros crímenes, como el asesinato ocurrido dos años después, el 21 de diciembre de 2001, de Álvaro Alonso Escobar, quien habría reemplazado a Hernando Rangel como propietario y director del semanario Región. Alegó que existe un patrón de impunidad frente a los asesinatos de periodistas en Colombia. Según la peticionaria, más del 70% de los crímenes cometidos en Colombia en los últimos 15 años (1993-2008) están en la impunidad, y ningún autor intelectual ha sido condenado y encarcelado. Asimismo, indicó que se han presentado sentencias absolutorias en el 19.2% de los casos. La peticionaria resaltó que, salvo algunos casos donde hay condena contra los autores materiales, la mayoría de los casos se encuentran en la total impunidad.

19. En base a estas consideraciones, la peticionaria concluyó que el Estado es responsable por la violación de los artículos 4, 8, 13 y 25 de la Convención Americana, entre otros que puedan estar conculcados.

B.
Posición del Estado

20. El Estado solicitó que la petición fuese declarada inadmisible en virtud de que (i) no se han agotado los recursos internos idóneos y efectivos, para identificar y condenar a los responsables materiales e intelectuales de los hechos de la petición, ni se ha configurado un retardo injustificado en la misma, con lo cual no se presenta la excepción contenida en el artículo 46.2.c) de la Convención Americana; y (ii) no se caracterizan hechos que configuren la responsabilidad del Estado por acción u omisión, de forma directa o indirecta, pues los hechos objeto de la petición están caracterizados de manera clara como responsabilidad exclusiva de los terceros.

21. El Estado alegó en primer lugar que era obligación de la CIDH dar traslado de la petición al mismo en un plazo razonable, que ésta debería tramitar las denuncias con celeridad, respetando el principio del plazo razonable, pues la transgresión del mismo puede traducirse en una afectación de los derechos de las víctimas. En este sentido, el Estado solicitó a la Comisión exponer las razones que llevaron a dilatar en casi nueve años la trasmisión de la denuncia del presente caso.

22. Al referirse a los recursos de la jurisdicción interna, el Estado señaló que la investigación penal por los hechos que dan origen a esta petición se encuentra actualmente en curso, bajo el radicado 524, ante la Fiscalía 9ª de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la Fiscalía General de la Nación. Estableció que la misma fue iniciada de oficio por la Fiscalía Seccional de El Banco Magdalena el 13 de abril de 1999, y posteriormente asignada a la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario por resolución del Director Nacional de Fiscalías. En este sentido, el Estado proveyó un listado de las diligencias realizadas en el marco de esta investigación entre 1999 y 2009, resaltando que la actividad investigativa desplegada por las autoridades ha sido intensa y diligente.

23. El Estado sostuvo que en el presente caso no se han agotado los recursos internos adecuados y efectivos para remediar la violación alegada. Indicó que la investigación penal que cursa por los hechos de la muerte del periodista es el recurso adecuado y efectivo para subsanar la violación de los derechos alegados por la peticionaria, y específicamente aquellos establecidos en los artículos 4 (derecho a la vida) y 13 (libertad de expresión) de la Convención Americana.

24. Según el Estado, a pesar de que hasta ahora no ha sido posible encontrar a los responsables, la investigación adelantada por la Fiscalía General de la Nación ha sido llevada a cabo de forma diligente, y se puede apreciar que existe y perdura una constante actividad por parte de las autoridades judiciales, con lo cual no se está ante un retardo injustificado en la conducción de la referida investigación. Señaló el Estado que de conformidad con el criterio establecido por la propia Corte Interamericana la razonabilidad del plazo en que se ha desarrollado la investigación penal en este caso debe considerar tres elementos: a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del interesado, y c) la conducta de las autoridades judiciales.

25. En este sentido, el Estado entiende que la investigación del presente caso se configura como un asunto complejo en virtud de la poca colaboración de los habitantes de la localidad para proporcionar información sobre los posibles móviles del crimen, ello en razón de que éstos temen posibles represalias en su contra “sobre todo teniendo en cuenta los intereses de orden político alrededor de la gestión de Fidias Ospino Fernández, alcalde de dicho municipio para le época de los hechos”. Según el Estado, al momento de los hechos el ambiente político en el municipio estaba altamente polarizado en virtud de que se estaba promoviendo un paro cívico en contra del alcalde Ospino y los testimonios recolectados por la Fiscalía eran contradictorios sobre la posición de la presunta víctima respecto del referido alcalde. Mientras unos lo posicionaban como organizador de la protesta, otros alegaron que entre ellos existía una relación de amistad y que no tenían conocimiento de la participación de Hernando Rangel en la organización del paro.

26. El Estado estableció que Ospino fue sindicado por el homicidio del periodista, y que el 5 de enero de 2000 se le impuso una medida de aseguramiento que fue revocada el 6 de marzo de 2000, y precluida el 18 de diciembre de 2008 por considerar que no existían elementos indiciarios suficientes que permitieran inferir su grado de participación y responsabilidad en el homicidio de la presunta víctima. Según el Estado, “el complejo escenario en el cual se presentaron los hechos ha incidido en el desarrollo de la investigación y a pesar de las amplias labores investigativas desplegadas por las autoridades competentes, no ha sido posible individualizar y sancionar a los responsables del homicidio”.

27. En relación con la actividad procesal del interesado, el Estado sostuvo que los familiares de las víctimas no han presentado ninguna solicitud con el fin de constituirse como parte civil dentro del proceso penal en curso y solicitó a la Comisión “que invite a los peticionarios a utilizar este importante recurso para imprimir el impulso que los familiares de la víctima deseen al proceso interno”. Alegó que la jurisprudencia de la Corte Constitucional Colombiana ha abierto la posibilidad para que en aquellos casos en que la investigación se encuentra en etapa preliminar y no se haya logrado individualizar a los presuntos responsables, los interesados puedan presentar la solicitud de constitución en parte civil en esta etapa procesal, ello en razón de que la finalidad de la parte civil como sujeto procesal no es sólo obtener un resarcimiento patrimonial, sino también ejercer su derecho a la verdad y la justicia. En efecto, el Estado manifestó que la decisión de la Fiscalía General de la Nación de precluir la investigación en contra del señor Ospino era susceptible de recursos por parte de los sujetos procesales, incluyendo la parte civil, en caso de que esta se hubiese constituido, sin embargo la misma quedó firme al no haber sido recurrida.

28. Al referirse a la conducta de las autoridades judiciales, el Estado adujo que éstas se han mantenido en constante actividad procesal. El Estado resaltó que tanto la obligación de investigar, como la de prevenir, que recae sobre el Estado es una obligación de medio y no de resultado, que busca que los Estados adelanten las investigaciones con seriedad e imparcialidad, y no implica en forma alguna una obligación de encontrar un responsable a toda costa. El Estado adujo que el simple transcurso del tiempo no puede llegar a ser considerado bajo ninguna circunstancia como una violación del plazo razonable, y que en el presente caso no existe prueba alguna de falta de diligencia o desconocimiento de garantía alguna de los afectados por el homicidio de la presunta víctima.

29. Adicionalmente, el Estado alegó que los afectados no accionaron el recurso de reparación directa ante la jurisdicción contencioso administrativa, el cual tiene como objeto reparar los perjuicios ocasionados por omisiones u operaciones atribuibles a agentes del Estado de Colombia, y según el Estado, configuraba el recurso idóneo para obtener reparaciones, de considerar que la muerte de la presunta víctima era atribuible a una acción u omisión de agentes estatales. Adujo que este recurso tiene un término de caducidad de dos años y al no ser accionado por los afectados, se debe entender que se produjo una renuncia tácita del derecho a obtener reparaciones pecuniarias en el ordenamiento jurídico interno. En este sentido, la falta de interposición del recurso de reparación directa ante la jurisdicción contencioso administrativa en el ámbito interno debería impedir que las presuntas víctimas estén legitimadas para solicitar indemnizaciones por daño material o inmaterial ante el sistema interamericano.

30. Finalmente el Estado se refirió a la caracterización de presuntos hechos violatorios de la Convención, indicando que para que una petición pueda ser declarada admisible por la Comisión es necesario que se demuestre que existen hechos que pueden caracterizar una presunta violación a la Convención, presupuesto esencial que no configura en el presente caso. Según el Estado, al no tener evidencia alguna de la existencia de amenazas contra el periodista, ni de que éste se encontrase en una situación de riesgo, no es posible afirmar que el Estado omitió su deber de protección del señor Hernando Rangel. Sostuvo también que por tratarse de un hecho totalmente imprevisto, que no ofrecía al Estado posibilidades razonables de evitarlo, no sería posible atribuir responsabilidad indirecta (por hechos de terceros) al Estado por violación de los derechos consagrados en los artículos 4 y 13 de la Convención Americana, en la medida que no se caracterizó una falta de debida diligencia para prevenir la violación de derechos humanos por parte del Estado.

31. Con fundamento en las consideraciones descritas anteriormente, el Estado solicita que la CIDH declare esta petición inadmisible, por no cumplir con los requisitos dispuestos en el artículo 47, literales a) y b), de la Convención Americana.

IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión

32. De acuerdo con el artículo 44 de la Convención Americana y el artículo 23 del Reglamento de la CIDH, la peticionaria tiene locus standi para presentar peticiones ante la Comisión Interamericana. En cuanto al Estado, Colombia es parte de la Convención Americana y, por tanto, responde en la esfera internacional por las violaciones a dicho instrumento. La presunta víctima es una persona natural respecto de quien el Estado se comprometió a garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. De manera que la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

33. La CIDH tiene competencia ratione materiae debido a que la petición se refiere a presuntas violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana. Asimismo, la Comisión toma nota de que Colombia es un Estado parte de la Convención desde el 31 de julio de 1973, fecha en que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione temporis para examinar la petición.

34. Por último, la Comisión Interamericana posee competencia ratione loci para conocer la petición por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Colombia.

B. Otros Requisitos de Admisibilidad de la Petición

1.
Agotamiento de los Recursos Internos

35. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional.

36. El requisito de agotamiento previo se aplica cuando en el sistema nacional están efectivamente disponibles recursos que son adecuados y eficaces para remediar la presunta violación. En este sentido, el artículo 46.2 especifica que el requisito no se aplica (i) cuando no existe en la legislación interna el debido proceso legal para la protección del derecho en cuestión; o (ii) si la presunta víctima no tuvo acceso a los recursos de la jurisdicción interna; o (iii) si hay retardo injustificado en la decisión sobre dichos recursos.

37. Tal como ha señalado la Comisión, para analizar el cumplimiento del requisito de agotamiento de los recursos internos se debe determinar cuál es el recurso adecuado a agotarse según las circunstancias del caso, entendiendo por tal, aquél que pueda solucionar la situación jurídica infringida
. En los casos de presuntas privaciones arbitrarias del derecho a la vida, el recurso adecuado es la investigación y el proceso penal iniciado e impulsado de oficio por el Estado para identificar y sancionar a los responsables
.

38. Los precedentes establecidos por la Comisión reconocen que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario. La CIDH considera que los hechos alegados en el presente caso involucran la presunta vulneración de derechos fundamentales como la vida, que se traducen en la legislación interna en delitos perseguibles de oficio y que por lo tanto es este proceso, impulsado por el Estado mismo, el que debe ser considerado a los efectos de determinar la admisibilidad del reclamo. Asimismo, la Comisión observa que el recurso de reparación directa no constituye una vía suficiente para juzgar, sancionar y reparar las consecuencias de eventuales violaciones a los derechos humanos, con lo cual no se trata de una vía idónea, ni resulta necesario su agotamiento.
39. La Comisión deberá analizar entonces, si el Estado habría incurrido en un retardo injustificado respecto de la investigación penal iniciada en el presente caso, y si así fuera, si se configura la excepción establecida por la Convención Americana en su artículo 46.2.c).

40. La peticionaria alegó que en el presente caso se ha configurado un retardo injustificado en las investigaciones penales y que en consecuencia corresponde aplicar la excepción al requisito de agotamiento de los recursos internos. Afirma a este respecto, que en más de doce años el Estado no ha logrado ni siquiera la identificación de los eventuales responsables.
41. El Estado, por su parte, argumentó que las actuaciones del ente investigador han sido diligentes y constantes, y que no se ha configurado un retardo injustificado en la investigación penal. En este sentido, el Estado indicó que (i) se trata de un asunto complejo; (ii) los interesados no han solicitado constituirse en parte civil en esta etapa del procedimiento, a pesar de que ello es posible en el ordenamiento interno; y (iii) el Estado ha cumplido con su obligación de medio de investigar y procesar criminalmente a los responsables al permanecer en constante actividad procesal.

42. La CIDH entiende que la determinación de si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención
. En consecuencia, resulta necesario diferenciar la figura del retardo injustificado a que se refiere el artículo 46(2) de la Convención, aplicable en la etapa de admisibilidad de una petición; del estándar de plazo razonable, aplicable al análisis de posibles violaciones al artículo 8.1 de la Convención, en el estudio del fondo de la controversia.

43. En el presente caso, de la información disponible, se puede determinar que si bien se inició una investigación penal como consecuencia de la muerte del periodista Hernando Rangel, pasados más de 13 años de ocurridos los hechos, las averiguaciones internas aún se encuentran en la etapa preliminar de investigación. La Comisión observa que la eficacia o no de los recursos internos constituye precisamente la sustancia de la controversia entre las partes. En este sentido y a los efectos de la admisibilidad, la Comisión considera que el lapso de 13 años en la etapa de investigación permite, prima facie, aplicar la excepción contenida en el artículo 46(2) de la Convención, por retardo injustificado. En todo caso, corresponde analizar la eficacia de los recursos en relación con los derechos a la protección y a las garantías judiciales en la etapa del fondo.

2.
Plazo de Presentación de la Petición

44. El artículo 46.1.b de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna. Esta regla no tiene aplicación cuando la Comisión encuentra que se ha configurado alguna de las excepciones al agotamiento de los recursos internos consagradas en el artículo 46.2 de la Convención. En tales casos, la Comisión debe determinar si la petición fue presentada en un tiempo razonable de conformidad con el artículo 32.2 de su Reglamento, el cual establece que:

En los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión. A tal efecto, la Comisión considerará la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

45. La Comisión observa que de los hechos del presente caso se desprende que el homicidio de la presunta víctima tuvo lugar el 11 de abril de 1999, y a la fecha de la elaboración del presente informe el Estado no ha concluido con las investigaciones necesarias para esclarecer los hechos y sancionar a los eventuales responsables, encontrándose las mismas en su etapa preliminar. La petición fue presentada por la peticionaria el 3 de julio de 2000, con alegato de la existencia de un retardo injustificado en los procesos internos de investigación, situación que presuntamente se mantiene hasta la fecha. Por lo tanto, en vista de las características del presente caso, particularmente el hecho de que la investigación de los hechos aún se encuentra en la etapa inicial, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.
3.
Duplicación de Procedimientos y Cosa Juzgada Internacional

46. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por este u otro órgano internacional. Por ello, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.

4.
Caracterización de los Hechos Alegados

47. Corresponde a la Comisión Interamericana determinar si los hechos descritos en la petición caracterizan violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana, conforme a los requerimientos del artículo 47.b, o si la petición, conforme al artículo 47.c, debe ser rechazada por ser “manifiestamente infundada” o por resultar “evidente su total improcedencia”. En esta etapa procesal corresponde a la CIDH hacer una evaluación prima facie, no con el objeto de establecer presuntas violaciones a la Convención Americana, sino para examinar si la petición denuncia hechos que potencialmente podrían configurar violaciones a derechos garantizados en la Convención Americana. Este examen no implica prejuzgamiento ni anticipo de la opinión sobre el fondo del asunto
.

48. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
49. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la Comisión considera que, de ser probadas, las alegaciones de la peticionaria sobre el alcance de la presunta responsabilidad estatal respecto de la muerte del periodista Hernando Rangel, en virtud de su actividad periodística, podría caracterizar una violación al derecho a la vida consagrado en el artículo 4 de la Convención Americana. Asimismo, la alegada ausencia de investigación y esclarecimiento podría caracterizar una violación a las garantías judiciales y la protección judicial protegidas en los artículos 8 y 25 de la Convención. La Comisión analizará la posible violación de estas disposiciones a la luz de la obligación general consagrada en el artículo 1.1 de la Convención.

50. La Comisión ha indicado que el asesinato, intimidación o cualquier otra agresión en contra de una persona podría comportar la violación del derecho a la libertad de pensamiento y expresión cuando se demuestre – o se pueda deducir razonablemente – que dichos actos de violencia fueron consecuencia de las expresiones de la víctima, o que tuvieron como finalidad silenciar o intimidar su expresión pública o privada y/o la de la colectividad. En consecuencia, en el presente caso podría verse comprometido el derecho a la libertad de expresión consagrado en el artículo 13 de la Convención.
51. En conclusión, la CIDH decide que la petición no es “manifiestamente infundada” ni resulta “evidente su total improcedencia”, y como resultado declara que el peticionario ha cumplido prima facie los requisitos contenidos en el artículo 47.b. de la Convención Americana con relación a potenciales violaciones de los artículos 4, 8, 13 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 del mismo instrumento, como se detalló anteriormente.
V.
CONCLUSIÓN

52. La Comisión Interamericana concluye que tiene competencia para conocer el fondo de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición en lo que se refiere a presuntas violaciones de los derechos protegidos en los artículos 4, 8, 13 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.

2.
Notificar esta decisión a las partes, continuar con el análisis de fondo del asunto; y

3.
Publicar esta decisión e incluirla en su informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión de la presente petición.


� CIDH. Informe No. 23/07. Eduardo José Landaeta Mejías y otros. Petición 435-2006. Admisibilidad. 9 de marzo de 2007. Párr. 43.


� CIDH. Informe No. 23/07. Eduardo José Landaeta Mejías y otros. Petición 435-2006. Admisibilidad. 9 de marzo de 2007. Párr. 43; CIDH. Informe No. 15/06. María Emilia González, Paula Micaela González y María Verónica Villar. Petición 618-01. Admisibilidad. 2 de marzo de 2006. Párr. 34; CIDH. Informe No. 52/97. Caso 11.218. Arges Sequeira Mangas. Informe Anual 1997. Párrs. 96 y 97. Ver también Informe No. 55/97. Párr. 392 e Informe No. 55/04. Párr. 25.


� Informe Nº 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, Nicaragua,  Informe Anual de la CIDH 1997, párrafos 96 y 97.  Ver también: Informe N° 55/97, Caso 11.137, Juan Carlos Abella, Argentina, párrafo 392. Informe N( 62/00, Caso 11.727, Hernando Osorio Correa, Colombia, párr. 24. Informe Anual de la CIDH 2000. 


� CIDH. Informe No. 151/11. Luis Giován Laverde Moreno y otros. Colombia. Petición 1077-06. Admisibilidad. 2 de noviembre de 2011. Párr. 31.


� CIDH. Informe No. 21/04. Petición 12.190. Admisibilidad. José Luís Tapia González y otros. Chile. 24 de febrero de 2004. Párr. 33.
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